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SENTENCTA DEL TRIBUNAI, CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 26 dias de1 mes dejulio dc 2018, la Sala Primera del Tribunal
Constitucional, integrado por los Señores magistrados Ramos Núñez, Ledcsma Nárvaez
y Espinosa-Saldaña Barrera, pronuncia la siguiente sentencia.

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Adalberto 'l'ucto Santiago

contra la rcsolución de f§as 183, cle fecha 12 de octubre de 2017, expedida por la

Quinta Sala Civil de ia Corte Superior de .Tusticia de Lima, que declaró improcedente la
demanda de autos.

ECEDENTES

Con fecha l6 de diciembre de 2014, el recurrente interpone demanda de amparo

contra la Ot-rcina de Normalización Previsional (ONP), con el obieto de que se declarc
irraplicable la Resolución 3421-2014-ONP/DPzuDL 18846, de fecha 4 de abril de2014,
y que. en consecuencia, se le otorgue pensión de invalidez por enf'ennedad prof-esional,

disponiéndose el pago de las pensiones devengadas, los intereses legales y los costos
procesales.

La emplazada propone las excepciones de falta de agotamiento de la vía
administrativa y falta de legitimidad para obrar pasiva, y contesta la demanda alegando
que como la contingencia se ha producido durante la vigencia de la Ley 26790 y no dcl
Decreto Lcy 18846, corresponde solicitar su derecho al Seguro Complementario de
'l'rabajo de Riesgo (SCTR) y no la renta vitalicia por enfermedad profesional. Adcmás,
aduce que no se ha acreditado que el Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo se

ha¡ra contratado con la ONP.

El Primer Juzgado Constitucional de Lima, con fecha 10 de mayo dc 2016,
declaró infundadas las excepciones propuestas, y con llecha i 1 de agosto de 2016,
declaró infundada la demanda por considcrar quc cn la historia clínica que obra en autos
no existe examen médico que acredile la enfermedad profesional que alega el actor y
que por ello ci ccrtificado rnédico carece de valor probatorio.

La Sala superior revisora conflrmó la resol¡.rciór, que desestimó las excepciones
y revocó 1a resolución que declaró infundada la demanda, revocándola 1a declaró
improcedente, por estimar que no se acreditó que el actor estuvo expuesto a sustancias
minerales por liempo prolongado.
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F'IINDAMENTOS

Delimitación del pctitorio

En el presente caso. el demandante solicita que se le otorgue renta vitalicia por

enfermedad profesional por tener 76Yo de menoscabo, conformc a lo establecido por
/el Decreto Ley 18846, sustituido por la Ley 26790. Alega la vulneración de su

derccho constitucional a 1a pensión.

Procedencia de la demanda

2. Conforme a reiterada jurisprudencia de este Tribunal Constitucional, son

susceplibles de protección a travós del arlparo los snpuestos en que se deniegue una
pensión de invalidez por enfermedad prolesional a pesar de cumplirse los requisitos

legales.

3. En conseouencia, corresponde analizar si el dcmandarte cumple los presupuestos

legales que permitirán determinar si tiene derecho a percibir la pensión quc reclama,
pues si ello es así se estaría verificando arbitrariedad en el proceder de la entidad
demandada.

Sobre la afectación del derecho a la pensión

4. Este Tribunal en la sentencia emitida en el Expediente 025 13-2007-PA/TC,
publicada el 5 de febrero de 2009, ha precisado los criterios respecto a las

situaciones relacionadas con la aplicación del Régimen de Protección de Riesgos
Profesionales (accidentes de trabajo y enf-err.nedades prof'esionales). En dicha
sentencia ha quedado establecido que en los procesos de amparo rcfcridos al

otorgamiento dc una pensión vitalicia confb¡me al Decreto Ley 18846 o de una
pensión de invalidez conforme a la Ley 26790, la enfermedad profesional
únicamente podrá ser acreditada con un exarlen o dictamen médico emitido por una
Comisión Médica Evaluadora de Incapacidades del Ministcrio dc Salud, de EsSalud
o de una EPS, confome lo señala el artículo 26 del Decreto Ley 19990.

5. Cabe precisar que el Decreto Ley 18846 tue derogado por 1a Ley 26790, publicada
el l7 de mayo de 1997, que estableció en su Tercera Disposición Complementaria
que las reservas y obligaciones por prestaciones económicas del Seguro de

Accidentes de Trabajo ¡r E,nfermedades Profesionales, regulado por el Decreto Ley
18846, serían transtbridas al Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo
administrado por la ONP.
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1 De la actividad laboral, tenemos el cerlificado de trabajo emitido por 1a Empresa

Minera del Centro del Perú SA (f. 19 del expediente administrativo), Ia declaración
jurada cmitida por el Jef'e de la Otlcina de Recursos Ilumanos y Servicios de

Centromin Perú SA, de los cuales se desprende que el dcmandante laboró en mina
subterránea, dcsdc el 7 de noviembre de 1973 hasta el 15 de abril de 1994. Es así

que se demuestra que el recurrente laboró expuesto a factores de riesgo de toxicidad
y contaminación.

Asimismo, a fo.jas 5 y 6 obra el Infonne de Evaluación Médica de Incapacidad -
D.L. 18846, de fbcha 18 de agosto de 2009, expedido por la Comisión Médica
Evaluadora del Hospital Basc II dc EsSalud - Huánuco, donde se conaluye qLle el
actor está enfermo de neumoconiosis ¡, que presenta amputación de M. I. D., con un
76% de menoscabo permancntc; dicho cerliflcado, se encuentra corroborado por el
Presidente Titular de la Comisión Médica Evaluadora y Calificadora de

Incapacidadcs dc la Rcd Asistencial Huánuco, el cual a solicitud del jriez del Primer
Juzgado Constitucional de Lima, remitió 1a historia clínica que sustenta dicho
ccftificado (fbjas 106 a 116).

9. Al respecto, importa recordar que en cuanto a la neumoconiosis, este 'fribunal ha

manifestado que su origen es ocupacional cuando el asegurado ha estado expuesto al
polvo de diversas sustallcias minerales por periodos prolongados.

11. Por Io tanto, del menoscabo global que presenta el demandante por 1o menos el 50%o

se origina en la enfcrmedad profcsional de neumoconiosis que padece. Es así que se

debe estimar la demanda de amparo, ya que le corresponde percibir la pensión de

invalidez pcnnancnte parcial regulada en el ar1ículo 18.2.1 del Decreto Snpremo
003-98-SA.

6. Con tal fin, mediante el Decreto Supremo 003-98-SA se aprobaron las Notmas

Técnicas del Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo, cuyo artículo 3 dehne
como enfermcdad profesional todo estado patológico permanente o temporal que

sobreviene al trabaj ador como consecuencia directa de la clase de trabajo que

desernpeña o del medio en que se ha visto obligado a trabajar.

I

10. Atendicndo a 1o scñalado, para la procedencia de la pensión de invalidez vitalicia
por enf'ermedad profesional, en la sentencia emitida en el Expediente 01008-2004-
PAiTC este Tribunal ha interpretado que, en det'ecto de un pronunciamiento médico
expreso, la neumoconiosis (silicosis) en primer estadio de evolución produce
invalidez parcial permanente, es decir,, 50% de incapacidad.
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12. En cuanto a la fecha en que se gcnera el derecho, esta Sala estima que la
contingencia dcbe estabiecerse desde la fecha del pronunciamiento médico que

acredita la existencia de la enfermedad profesional, esto es, desde el l8 de agosto de

2009, dado que el beneficio deriva justamente del mal que aqueja al demandantc, y

es a partir de dicha f'echa que se debe abonar la pensión de invalidez.

13. Ll pago de los intereses legales, debe efectuarsc conforme a 1o dispuesto en el

fundamento 20 de Ia resolución emitida en el Expediente 02214-2014-PAITC, que

oonstituye doctrina jurisprudencial. Y, conformc al ar1ículo 56 del Código Procesal

Constitucional, la entidad demandada debe asumir los coslos procesales, los cuales

deberán ser liquidados en la etapa de ejecución de la prcscntc sentencia.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le conficre
la Constitución Política del Perú.

HA RESUELTO

1. Declarar FUNDADA la demanda; en consecuencia, NULA la Resolución 3421-
2014-0NP/DP[{/DL 18846, de fecha 4 de abril de 2014.

2. En virtud de 1o cual, ordena a la enlidad demandada otorgar al demandante la
pensión dc invalidcz vitalicia que Ie corresponde por concepto de enfbrmedad
profesional, con arreglo a la Ley 26790 y sus nornas complementarias y conexas,
desde el 18 de agosto de 2009, confbrme a los fundamentos de la presente sentencia,
con el abono de las pensiones devengadas, los intereses legales y los costos
procesales.

Publíquese y notifiquese
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